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El presente artículo de investigación, tiene como objetivo identificar los aspectos 
procedimentales que vulneran el debido proceso al desconocer los enunciados 
normativos de la Ley 1437 de 20114, con relación a la notificación electrónica que fuese 
traída por dicha Ley, a partir de un enfoque jurídico y dogmático, que  nos permita 
discernir de manera objetiva sobre los avances tecnológicos que ha tenido la notificación 
-stricto sensu- en la legislación colombiana y cómo ha venido siendo implementada en 
la práctica por las entidades públicas y los despachos judiciales en Colombia.  
 
De suerte que, para el desarrollo comprensible y aséptico de esta investigación, 
se han tomado como fuentes de análisis la legislación colombiana, la jurisprudencia y la 
doctrina, dándole un soporte solido al concepto que se plantea sobre la notificación 
electrónica y su incidencia trascendental en el procedimiento administrativo, de un lado, 
al igual que definir aquellos factores que impiden la realización adecuada de dicha 
notificación, para posteriormente determinar cuándo se considera efectuada legal y 
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debidamente la notificación electrónica en los términos del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.             
PALABRAS CLAVE. 
Notificación electrónica, debido proceso, estado social de derecho.  
SUMMARY. 
The objective of this research article is to identify the procedural aspects that violate 
due process by not knowing the normative statements of Law 1437 of 2011, in relation to 
the electronic notification that was brought by said Law, based on a legal approach and 
dogmatic, that allows us to discern in an objective way about the technological advances 
that the notification -strict sense- has had in Colombian legislation and how it has been 
implemented in practice by public entities and judicial offices in Colombia. 
So that, for the comprehensible and aseptic development of this investigation, 
Colombian legislation, jurisprudence and doctrine have been taken as sources of analysis, 
giving substantial support to the concept that arises about electronic notification and its 
transcendental incidence in the administrative procedure, on the one hand, as well as 
defining those factors that prevent the proper performance of such notification, to later 
determine when the electronic notification is legally and duly carried out under the terms of 
the Administrative Procedures and Administrative Litigation Code. 
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INTRODUCCION 
   




Como quiera que la sociedad actual se ha visto inmersa en un avance tecnológico 
globalizado sin precedente, el ordenamiento jurídico Colombiano no podría ser ajeno a 
estos avances tecnológicos digitales, por ello el legislador observó la necesidad de 
incluir algunas disposiciones normativas en aras de estar a la vanguardia en la utilización 
de medios tecnológicos tendientes a coadyuvar y facilitar a las entidades públicas y 
despachos judiciales en el cumplimiento efectivo de los fines del Estado, inclinados a 
mejorar la prestación del servicio Público y el acceso oportuno y eficaz a la justicia.   
 
El Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo a 
diferencia de su predecesor, el Decreto 01 de 1984-Codigo Contencioso Administrativo 
trajo consigo la novedad de incluir en el ordenamiento, entre otras innovaciones, la 
notificación electrónica, de modo que “Las providencias y los actos administrativos se 
notificarán a las partes y demás interesados con las formalidades prescritas en este 
Código”( Ley 1437 de 2011), con el propósito de informar de una manera más ágil y en 
tiempo real al interesado, las decisiones tomadas por las entidades estatales y/o despachos 
judiciales, según fuera el caso. 
 
 Con la notificación electrónica, el legislador colombiano no busco remplazar los 
anteriores métodos de notificación que ya existen en el ordenamiento jurídico, pues en 
esencia este novedoso método de notificación electrónica, tiene como finalidad al igual 
que la notificación personal, poner en conocimiento de una decisión judicial o 
administrativa a la persona o personas directamente afectadas o beneficiadas por el 
   
     
 
 
contenido de la providencia o acto administrativo que se quiere comunicar, así las cosas, 
lo que en realidad se busca es hacer más ágil y oportuno los trámites judiciales y 
administrativos, con el fin de garantizar los principios constitucionales a la celeridad, 
eficacia y economía procedimental (SANTOFIMIO 2011). 
 Para el buen desarrollo de la notificación electrónica, es traído a bien por el 
CPAPCA, la condición de exigir a las entidades públicas y personas de derecho privado 
con funciones públicas, poseer una dirección electrónica para recibir notificaciones con 
el objetivo de facilitar el proceso de comunicar las decisiones; además que reviste la 
notificación electrónica de un procedimiento que debe cumplirse cabalmente por la 
entidad que pretende comunicar, dándole a este procedimiento una relevancia formal a la 
par con la notificación personal, de suerte que, si no se efectúa con estricta sujeción a la 
norma, viola de forma directa derechos y principios fundamentales como el debido 
proceso.  
La realización de una indebida notificación electrónica, trae consigo como ya se 
mencionó, una flagrante violación a derechos fundamentales tales como el debido 
proceso, partiendo del hecho de que si un individuo no es notificado eficazmente de una 
decisión judicial o administrativa que le afecta directamente, este no podrá en los 
términos que indica la ley, presentar recursos ordinarios o extraordinarios garantizando 
así el derecho a la contradicción, atentado entonces en contra de los postulados 
normativos de la constitución política de Colombia, de ahí que la Honorable Corte 
Constitucional haya manifestado que entre los derecho que comprenden o integran el 
debido proceso se encuentra el derecho a la defensa. 
   
     
 
 
 El derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los medios legítimos y 
adecuados para ser oído y obtener una decisión favorable. De este derecho hacen parte, el 
derecho al tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la defensa; los derechos 
a la asistencia de un abogado cuando se requiera, a la igualdad ante la ley procesal, el 
derecho a la buena fe y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen en el 
proceso. (Corte Constitucional C-890/10 M P Gabriel Eduardo Mendoza Martelo) 
Por tal motivo se hace indispensable para el desarrollo del presente artículo 
plantearnos la siguiente pregunta, ¿Cómo afecta al debido proceso la realización de una 
indebida notificación electrónica según la Ley 1437 de 2011, en los procesos 
contenciosos administrativos y en procesos administrativos ante autoridades públicas, en 
el contexto colombiano? 
 
 Es de suma importancia entonces, para desenvolver este artículo, estipular una 
serie de objetivos a través de los cuales lograremos responder la pregunta de 
investigación antes planteada, dichos objetivos son:  
 
        Definir qué factores inciden en la realización adecuada o no, de la notificación 
electrónica contemplada en la ley 1437 de 2011. 
        Identificar los aspectos procedimentales que vulneran el debido proceso al 
desconocer los enunciados normativos de la Ley 1437 de 2011, con relación a la 
notificación electrónica.   
   
METODOLOGIA 
   




 Realizar un estudio de la notificación electrónica que trae el CPACA, tiene un 
enfoque jurídico y dogmático orientado a dar una explicación clara de la importación 
que tiene la realización de una adecuada notificación a través de una dirección 
electrónica; para ello es indispensables fijar la mirada a todo el articulado del 
mencionado código que contempla el procedimiento para llevar acabo las 
comunicaciones de las providencias y actos administrativos. 
 
Además de ello, realizar un estudio de los principios legales y constitucionales 
que se verían afectados al momento de no ejecutar el proceso de notificación electrónica 
de acuerdo a la ley, es de vital importancia estudiar los principios de economía, 
celeridad y eficacia.  
 
Como último estudiar la jurisprudencia de la Corte Constitucional y del Consejo 
de Estado, en el marco de la garantía del debido proceso en sede de la efectiva 
realización de una notificación.    
 
 
Marco de referencia  
 
La Notificación Electrónica 
  
   
     
 
 
A continuación veras los avances que ha tenido la notificación de las 
manifestaciones del Estado (En vía administrativa y judicial,) a los asociados, pero vista 
desde el enfoque traído por la legislación administrativa de nuestro ordenamiento 
jurídico colombiano,  que nos sirva de soporte en este caso y nos permita tener una 
visión más amplia, profunda y veras sobre dichos avances en la notificación. 
Resulta valioso entender por qué se habla de los avances de la notificación de las 
actuaciones administrativas y judiciales en nuestro país, pues es sabido que en la actualidad 
se cuenta con un mecanismo propio de nuestro siglo para efectuar esta notificación a los 
asociados, la cual se conoce como notificación electrónica, y esta consiste en utilizar los 
medios tecnológicos existente, para poner en conocimiento del interesado, las decisiones 
adoptadas por el Estado, de una manera más ágil, oportuna y en tiempo real, desde luego 
procurando la salvaguarda del derecho fundamental al debido proceso de cada uno de los 
intervinientes en las actuaciones administrativas y judiciales. 
Nótese como la legislación Colombiana, en la parte final de siglo XX y en lo 
transcurrido del presente siglo, introdujo al ordenamiento jurídico diferentes herramientas 
normativas en aras de direccionar a las entidades públicas y despachos judiciales a la 
utilización de medios digitales para el cumplimento de sus fines y  la prestación adecuada 
del servicio a los administrados, lo cual se inició a ver reflejado con la expedición del 
decreto 2150 de 1995, con el cual se buscó hacer más simple los tramites de los particulares 
antes las entidades estatales. 
En el año de 1999, se expidió el decreto 1122, el cual en su articulado estableció 
disposiciones en materia de derecho electrónico, pero la Corte constitucional mediante la 
   
     
 
 
sentencia C – 923 de 1993, declaró su inexiquibilidad por vicios de forma, y en el mismos 
año de 1999 se expidió la ley 527, Por medio de la cual se define y reglamenta el acceso y 
uso de los mensajes de datos, del comercio electrónico y de las firmas digitales, 
estableciéndose además las entidades de certificación.    
        Once años después con la expedición de la ley 1437 de 2011, el legislador con el fin 
de agilizar los trámites en las entidades públicas y despachos judiciales, garantizando a los 
administrados los principio de celeridad, eficacia y economía procedimental, estipulo en los 
enunciados normativos de la ley aquí mencionada, la notificación electrónica, lo cual 
representa un gran avance en materia de efectividad y cumplimiento del debido proceso, de 
ahí que se debe hacer un análisis serio de las normas, la jurisprudencia y la doctrina en 
relación con esta innovadora forma de poner en conocimiento de los administrados, la 
decisión tomada en un asunto de su interés.  
Así que, se podrán dar cuenta como la notificación electrónica se introdujo en 
nuestro ordenamiento jurídico Colombiano, como una alternativa para la solución a la 
problemática que se venía presentado en las entidades nacional, en la realización de este 
acto procedimental, agilizando  este proceso, conforme las exigencias del mundo actual, 
pues sin duda alguna, es toda una novedad.  
 
Sin embargo, pese a su novedad, resulta fundamental que la misma se realice 
adecuadamente, siguiendo de manera estricta los precepto normativos que la 
contemplan, para que no se incurra en los errores del pasado y se facilite al Estado 
Colombiano el cumplimiento efectivo de sus fines esenciales y se garantice una idónea 
   
     
 
 
prestación del servicio, el principio al debido proceso y demás Principios 
Constitucionales de suma importancia para el afianzamiento de un Estado Social de 
Derecho. 
 
La notificación, en términos generales, es una condición de eficacia y legalidad 
tanto de los actos administrativos como de las providencias judiciales y la falta de la misma 
genera el no nacimiento de sus efectos jurídicos sobre los administrados (Chorres-Uni 
Medellin 2009). Además es aquel acto emanado de las entidades públicas, que tiene como 
objeto informar a las partes o a cualquier usuario, sobre las decisiones tomadas por estas, o 
requerirles determinados actos que ellas tienen que cumplir en el proceso, lo que, en este 
último aspecto puede hacerse extensivo a terceros (creus, 1995).   
La Ley 1437 de 2011, por medio de la cual se incorpora al ordenamiento jurídico 
colombiano el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, en el que se estipulan los enunciados normativos y procedimentales 
necesarios que deben tener en cuenta las entidades públicas en sus manifestaciones o 
actuaciones, al igual que los particulares al momento de dirigirse ante las mismas, consagra 
entre sus disposiciones normativas la notificación electrónica, traída como una figura 
innovadora que representa un gran avance en materia de efectividad y cumplimiento del 
debido proceso, de ahí que se deba hacer un análisis serio de la norma, la jurisprudencia, la 
doctrina y la realidad social de nuestro país en la implementación, ejecución y la puesta en 
práctica de esta forma de notificación que nos trae la norma citada en precedencia. 
Así las cosas, las entidades públicas y los despachos judiciales en especial, al 
momento de comunicar y notificar a los usuarios las decisiones adoptadas en casos 
   
     
 
 
concretos, podrán hacerlo a través de medios electrónicos, a quien haya aceptado 
expresamente este medio de notificación, siempre y cuando los otros medios que se utilizan 
para este fin no sean lo suficientemente agiles o idóneos para informar a los interesados.  
en el CPACA encontramos los requisitos de validez, para la realización de una efectiva 
notificación electrónica. 
   
 
Los enunciados normativos aquí enmarcados, le otorgan la potestad a las 
autoridades administrativas y judiciales de utilizar los medios tecnológicos para notificar 
sus actos y las providencias, sin embargo la misma norma exige el cumplimiento de 
unos requisitos sine qua non, sin los cuales no podría entenderse como valedera este acto 
procedimental, y entre los cuales encontramos la autorización expresa del administrado 
para que se le notifique por ese medio, además de que deja en las manos del 
administrado la potestad de seguir o no siendo notificado en próximas actuación dentro 
del mismos proceso de manera electrónica. Es decir así una vez el administrado haya 
manifestado su deseo de ser notificado en su dirección electrónica de una actuación, 
puede solicitar prescindir de este medio de notificación y que se opte por los otros 
medios de notificación que contempla el Código Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo dentro de los artículos 56 y 205. 
 
 La notificación electrónica se considera surtida, una vez se conozca la fecha y la 
hora en que el administrado tuvo acceso al mensaje de datos electrónico que contenía la 
actuación que se pretende notificar; una vez suceda esto, la autoridad administrativa o 
   
     
 
 
judicial deberá certificar que así haya sido, para que el acto o la providencia notificados 
empiece a surtir sus efectos y se pongan en movimientos términos procesales, ya sea 
para ejercer el derecho a la defensa y contradicción o en la interposición de un recurso. 
 
 En concordancia con lo que aquí se ha manifestado, el Honorable Consejo de 
estado ha determinado una serie de requisitos extraídos del artículo 56 de la ley 1437 de 
2011, para que la notificación electrónica sea eficaz, y no se viole el debido proceso de 
los administrados, entre los cuales encontramos que se debe expresar por cada una de los 
administradores que aceptan el medio de comunicación, por otro lado que no tenga 
ningún tipo de manifestación frente alaguna forma de notificación diferente y por último 
que el administrador presente pruebas o certificados de que ha recibido dicho trabajo 
 
Adicional  a los requisitos que se extraen del artículo 56 del CPACA, se ha podido 
establecer, que en sede judicial la notificación electrónica cuenta con factores 
condicionales que deben ser atendidos inexorablemente para que se entienda efectuada 
en debida forma esta notificación, y son que:  
 
1. El interesado debe aceptar expresamente ser notificado por medios 
electrónicos. 
2. Se deberá adjuntar la providencia en el email dirigido al interesado al correo 
indicado por el mismo.  
   
     
 
 
3. Se presume la notificación cuando el iniciador recepciones acuse de recibido, 
o se pueda constatar por otro medio que el destinatario ha accedido al 
mensaje. 
4. La notificación deberá realizarse en días u horas hábiles, en caso contrario los 
efectos jurídicos de la providencia notificada se surtirán en el día u hora hábil 
siguiente.  
 
Además de estos requisitos generales, se deberán observar los lineamientos que 
para tal fin se han estipulado en el Capítulo VII del Título V de la multicitada Ley, de 
acuerdo al tipo de notificación electrónica que se esté realizando (Personal, por estado, 
por aviso) según el caso concreto.       
Ahora bien, obsérvese como en los tres requisitos establecidos por el Concejo de 
Estado en sede administrativa; en las dos primeras exigencias se deja claro que aunque 
la autoridad administrativa por mandato legal y en aras de realizar un ejercicio de 
notificación más rápido y eficaz, puede utilizar medios tecnológicos, esto depende de la 
voluntad del administrado en la utilización de dichos medios tecnológicos, lo cual no 
debe entenderse como un capricho del administrado su eventual negativa a la utilización 
de estos medios digitales para ser notificado, se debe ver la realidad del país y entender 
que aún existen lugares los cuales el acceso a la internet es nulo, además de que muchas 
personas no poseen los medios para tener acceso a la red digital, de ahí que sería un 
despropósito obligar a los administrados a admitir este medio de notificación. 
 
   
     
 
 
En sede judicial por su parte, se obliga a las partes y demás entidades que actúan 
ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, para que creen el correo electrónico 
exclusivo para recibir las notificaciones por este medio, tal como se ordena en el artículo 
197 del CPACA, es decir, que no es optativa la notificación a través de los medios 
tecnológicos, al punto que todo tipo de providencia pueden ser notificadas a las partes al 
buzón de correo electrónico que este disponga, inclusive aquellas providencias que 
deban notificarse personalmente.      
 
En lo que respecta al deber de las autoridades administrativas y judiciales en 
certificar sobre el acuse de recibido de la notificación electrónica, se le imprime esa 
obligación a estas, pues son las llamadas a responder por el adecuado uso de estos 
medios tecnológicos en el desarrollo de sus actividades, y en el evento que la autoridad 
administrativa o judicial no posea los instrumentos técnicos para llevar a cabo dicha 
certificación podrá efectuarla a través de una entidad certificadora, en todo caso, la 
responsabilidad de certificar esta siempre en cabeza de estas.  
 
 Al certificar el acuse del recibido de la notificación electrónica, la administración 
debe determinar la fecha y la hora en la cual el administrado tuvo acceso al mensaje de 
datos electrónicos en el cual se envió el acto que se quería notificar a la dirección 
electrónica que expresamente haya indicado el administrado. 
 
 Al conocer la fecha y la hora en la que el administrado tuvo acceso al mensaje 
electrónico se entenderá surtida la notificación electrónica conformes a lo estipulado en 
   
     
 
 
los enunciados normativos de la ley 1437 de 2011. El sentido de este importante 
requisito radica en la necesidad que exista certeza que se logró el objetivo de notificar al 
administrado, garantizándole así el principio al debido proceso facultándolo además de 
hacer uso de los recursos de ley cuando hubiera lugar a ello. La notificación tiene como 
finalidad garantizar el conocimiento de la existencia y desarrollo de un proceso u 
actuación administrativa y judicial, de manera que se garanticen los principios de 
publicidad, defensa y contradicción (MACARENO LOPEZ 2012), todo esto se puede 
entender como una garantía del debido proceso de los administrados. 
 
Cuando de una forma arbitraria la autoridad administrativa y judicial sin el lleno 
de los requisitos exigidos para la notificación electrónica la realice, la ley 1437 de 2011, 
establece que se debe entender como no efectuada y el acto administrativo o la 
providencia, según el caso, no surtirá efectos, a menos de que el administrado manifieste 
que recibido y conoce el contenido del mensaje de datos electrónico, o cuando 
interponga algún tipo de recurso. Al presentarse este evento se deberán aplicar los 
artículos de la ley antes mencionada en relación a los otros medio de notificación 
estipulados en la norma.  
 
Es importante mencionar que, la notificación electrónica a diferencia de la 
notificación personal que se realizar por correo certificado, no requiere del envío de una 
citación para notificación, solo requiere que se verifiquen los requisitos estipulados para 
el efectivo cumplimiento de los preceptos contenidos en el Capítulo IV  del Título III y 
   
     
 
 
en el Capítulo VII del Título V del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo  
 
Ahora bien, aunque se ha venido hablando sobre las bondades de la notificación 
electrónica en la función administrativa y judicial, y que en efecto es un medio muy útil 
para el desarrollo óptimo de las tareas estatales, no debe desconocerse que es el debido 
proceso el que debe prevalecer en la ejecución o en la puesta en marcha de esta 
innovadora manera de poner en conocimiento a los administrados los pronunciamiento 
de las entidades del estado, no solo en procura de garantizar los derechos de las personas 
que acudan a las instancias de los órganos públicos, sino para que las actuaciones del 
estado gocen de legitimidad, generen los efectos deseados por todos y queden incólumes 
en caso que quieran ser desvirtuadas por cualquier ciudadano. 
Y es que, no podríamos hablar de la notificación de las actuaciones administrativas 
y judiciales, sin referirnos necesariamente al debido proceso, pues no se pueden desligar, en 
tanto con la primera se garantiza la segunda. Poner de presente las decisiones tomadas por 
el Estado a los interesados, les permite a estos últimos, inicialmente, conocer la voluntad 
del estado, de forma tal que si lo consideran pertinente, necesario y oportuno, estos pueden 
oponerse a dichas decisiones utilizando los medios consagrados por la Ley, y por otra parte 
permite que estas gonce de eficacia y generen efectos jurídicos.  
El fenómeno del debido proceso es la esencia misma del Estado de derecho (para 
nuestro caso, de las relaciones entre administración y administrados), con profundas raíces 
en un régimen de justicia y equidad en permanente articulación de las bases positivas del 
régimen de garantías procesales, con el propósito de que todos los sujetos involucrados en 
   
     
 
 
una actuación administrativa no se vean atropellados por actuaciones arbitrarias, y los fallos 
realmente sean el reflejo de un Derecho material. Desde esta perspectiva, el régimen 
colombiano del debido proceso en las actuaciones administrativas resulta no solo material, 
sino también característicamente formal: pretende la prevalencia del Derecho, pero de 
ninguna manera pugnan con el respeto a las disposiciones positivas procesales 
(SANTOFIMIO GAMBOA 2011).       
En distintos pronunciamientos de la Honorable Corte Constitucional (Sentencia T-
653 de 2006) se han sugerido algunos elementos configurativos del debido proceso como 
son: ser oído antes de la decisión, participar efectivamente en el proceso desde su inicio y 
hasta sus terminación, ofrecer y producir pruebas, obtener decisiones o motivadas, 
notificaciones oportunas y conforme a la ley, acceder a la información y documentación 
sobre la actuación, controvertir los elementos probatorios antes de la decisión, obtener 
accesoria legal, intentar mecanismos impugnatorios contra las decisiones administrativas. Y 
entre los cuales encontramos el de las notificaciones oportunas y conforme a la ley, de 
suerte que la notificación electrónica debe observa las directrices normativas existentes, so 
pena de ser tachada de indebida e ilegal. Por esa razón, estas dos figuras se consideran 
conexas en las actuaciones administrativas y judiciales.   
 
RESULTADOS  
Conforme con el desarrollo de los objetivos específicos, todo el acápite normativo y 
sumado al trabajo de campo que se efectuó en los juzgados administrativos del circuito 
de Quibdó, se puede determinar que en efecto la figura de la notificación electrónica ha 
sido un acierto legal, para la optimización del trabajo judicial, pues tal como lo 
   
     
 
 
plantearon las secretarias de estos juzgados, la notificación electrónica les facilita su 
labor, al momento de poner en conocimiento de los intervienes, la iniciación, todas las 
actuaciones y las decisiones que se surten a lo largo de los procesos judiciales, pues 
además de notificarle por este medio cualquier tipo de oficio o requerimiento a las 
partes, es utilizado igualmente para el envió de las providencias que por sus naturaleza 
deban notificarse personalmente.   
 
Uno de los aspectos más relevantes dentro de la investigación surge a partir del 
estudio de toda la normatividad que a lo largo de este artículo se desarrolló y se 
relaciona con la notificación electrónica ya que se plantea como un mecanismo 
subsidiario, accesorio o alternativo para poner en conocimiento de los administrados las 
decisiones o las actuaciones que adelanta el estado, en caso tal que: 
 1.- el destinatario haya aceptado expresamente utilizar este medio de 
notificación  
2.- que los otros medios previstos para tal fin no sean eficaces o garanticen que el 
interesado fue notificado debidamente.  
 
A pesar de lo anterior, y conforme a la aplicación  que ha tenido esta forma de 
notificación en los laboratorios judiciales (juzgados administrativos), se encontró que es 
suficiente con que el administrado registre su email en sus escritos petitorios para que se 
entienda que puede ser notificado por este medio, sin que medie esa autorización de 
manera expresa, y por otra parte que la notificación electrónica es la principal forma de 
poner en conocimiento de los ciudadanos las decisiones administrativas y judiciales.   
   




Como consecuencia de lo anterior se logró determinar luego de que las 
secretarias de los juzgados administrativos del circuito de Quibdó, manifestaran que no 
se había presentado una sola solicitud de nulidad, o se hubiere hecho uso de algún medio 
de impugnación por parte de los usuarios, al ser notificados electrónicamente al correo 
suministrados por ellos, pese a no manifestar su deseo de manera expresa, pues lo único 
que debe mediar al efectuarse la notificación por medios electrónicos es que la entidad 
cuente con los medios necesarios que permitan garantizar la calidad, seguridad, 
disponibilidad, accesibilidad, neutralidad e interoperabilidad de la información de 
acuerdo con los estándares que defina el Gobierno Nacional (artículo 60 del CPACA).  
 
Así las cosas, y tal como se ha manifestado a lo largo de este trabajo de 
investigación, la notificación electrónica es una herramienta muy útil para la ejecución 
de la labor estatal, la cual pese a su “reciente implementación”  fue creada a partir de la 
necesidad de garantizar los principios al debido proceso, de celeridad, eficacia y 
economía procedimental, en tiempos de tecnologías e innovación, además es una figura 
moderna, accesible, practica y vanguardista con la que cuentan los administrados para 
conocer de primera mano y en tiempo real las manifestaciones y actuaciones del Estado.    
          
CONCLUSIONES 
Entre las dificultades más frecuentes que se presentan e impiden que se realice 
adecuadamente la notificación electrónica, se coincidió en manifestar que lo son  
• Cuando el buzón del destinatario se encuentra lleno, 
   
     
 
 
• email errados o que no corresponden a quienes lo suministran, 
• las partes no aportan los correos electrónicos para su notificación,  
• algunas entidades crean inadecuadamente los correos para notificaciones,  
• tardanza en el acuse de recibido o constancia que el destinatario recibió el 
email, pues debiera ser inmediato por en ocasiones llega al día siguiente. 
 
Y es cuando se presentan alguno de estos casos, que los interesados alegan la 
indebida notificación y hacen uso de los recursos o medios de impugnación, así como de 
las nulidades procesales que estipula la ley según la situación que se presente.     
 
En este escrito sobre la notificación electrónica, se logró dilucidar como a lo 
largo de la historia se ha propendido por que las personas conozcan las decisiones del 
Estado de manera directa, oportuna y ágil, de forma tal que los ciudadanos se 
manifiesten ante dichas actuaciones de éste, al considerar transgredido derecho alguno 
con las expresiones del estado.  
 
La notificación electrónica, con sus falencias subsanables, se ha convertido en un 
ejemplo en materia de efectividad, agilidad, eficacia, celeridad, economía, tecnología, 
entre otros, dentro de la labor administrativa y judicial, principios estos que emanan del 
derecho fundamental al Debido Proceso y que son base fundamental para la 
consolidación de un Estado Social del Derecho.  
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